
 
 

 

ACERCA DE LAS ELECCIONES PASADAS 

 

LLAMAMIENTO AL GOLPE DE ESTADO 

 

Los expresidentes ALVARO URIBE VELEZ y ANDRES PASTRANA, han llamado 

a desconocer los resultados electorales del 13 de marzo. Esta actitud es de 

una gravedad inusitada porque significa, ni más ni menos, un llamado al 

golpe de estado.  

Es misión de la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, velar por el 

mantenimiento del ordenamiento jurídico del país. Por tanto, ante la 

gravedad de tales afirmaciones, la Dra. MARGARITA CABELLO BLANCO, en su 

calidad de máxima jerarca de la PGN, no puede guardar silencio frente a esta 

amenaza en contra de la institucionalidad del país. 

 

SOBRE EL ESCANDALO ELECTORAL 

 

Los resultados de las pasadas elecciones, especialmente las del SENADO de 

la República, se han visto empañados por los escándalos derivados de las 

irregularidades encontradas en los escrutinios de las votaciones, atribuibles 

a la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL. Aquí sorprende también 

que la PGN no se haya pronunciado al respecto. 

 



SOBRE EL RECONTEO DE LOS VOTOS 

Insólito, por decir lo menos, resultó la propuesta del Presidente de la 

República y del Registrador Nacional del Estado Civil, de volver a contar 

todos los votos de las pasadas elecciones. La sola solicitud ya era, por sí 

misma, un reconocimiento de la responsabilidad de la REGISTRADURIA en las 

irregularidades que se cometieron en el preconteo de votos y de la 

incapacidad del Dr. ALEXANDER VEGA para dirigir la REGISTRADURIA 

NACIONAL DEL ESTADO CIVIL. 

Voces autorizadas habían señalado, qué por un lado, los términos de la 

cadena de custodia ya habían fenecido y por tanto no existían garantías 

acerca de que se iban a encontrar los mismos votos depositados el pasado 

13 de marzo. Y de otro lado, no existe una norma que posibilite un nuevo 

reconteo. 

Esta propuesta constituyó una falta de respeto inaceptable para con 

nuestros magistrados y jueces, y para con el personal de diversas entidades 

del Estado, entre otras la PROCURADURIA, que velaron por la transparencia 

en los escrutinios. 

Por fortuna no hubo consenso entre los partidos al respecto y el Registrador 

Nacional renunció a presentar tan peligroso embeleco antidemocrático. 

La presencia del Dr. ALEXANDER VEGA al frente de la REGISTRADURIA 

NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, no ofrece garantías para la transparencia de 

los próximos comicios que se avecinan para Presidente de la República. 

 

LA FARSA DE LA NO PARTICIPACION                                                                                                                              

DE LOS SERVIDORES PUBLICOS EN POLITICA 

 

En días pasados, la Universidad del Rosario, en asocio con la Procuraduría, la 

Fiscalía y el Consejo de Estado, promovieron un foro virtual denominado 

“Limitaciones para la participación de los servidores públicos en política”, el 

cuál no trajo nada nuevo a lo que ya se sabía:  



Que de acuerdo a la normatividad vigente, se presentan las siguientes 

situaciones: 

1. Los miembros de las FFMM y de Policía, por su naturaleza, NO pueden 

adelantar ninguna actividad política. Ni siquiera pertenecer a algún 

partido ni votar. 

 

2. Los empleados del Estado que se desempeñen en la Rama Judicial, en 
los órganos electorales, de control y de seguridad tienen prohibido 
tomar parte en las actividades de los partidos políticos. Sólo pueden 
afiliarse a algún partido y votar. 
 

3. El resto de servidores públicos están autorizados expresamente por la 

propia Constitución para participar en esas actividades y 

controversias, pero será una Ley la que defina quiénes y cómo pueden 

hacerlo.  Pero el gran problema es que al momento no hay Ley vigente 

al respecto, y por tanto estos funcionarios quedan en la misma 

situación de los anteriores, es decir, sólo pueden afiliarse a algún 

partido y votar.  

 

4. Y finalmente, los servidores públicos de elección popular, congresistas, 

diputados, y concejales, que también por su naturaleza, SI tienen 

permitido total participación en política. Se exceptúan los 

gobernadores y alcaldes quienes no pueden hacerlo. 

Pero esto es una completa farsa porque lo cierto es que muchísimos 

servidores públicos, de manera SOTERRADA  participan en elecciones, y peor 

aún, muchos incurren en los delitos y faltas disciplinarias electorales, como 

en varias ocasiones lo vienen denunciando los medios de comunicación, en 

el sentido en que muchas dependencias del Estado, especialmente en 

alcaldías, se constriñe al servidor público, obligándolo a conseguir votos por 

X o Y candidato, so pena de perder el puesto.  Frente a estas denuncias de 

los medios, no se observa una acción decidida de la PGN al respecto. 

Sin embargo, la participación en política de los servidores públicos es un 

derecho universalmente reconocido. Nuestra Constitución en su Preámbulo, 

consagra que Colombia avanza dentro de un marco jurídico democrático y 



PARTICIPATIVO que garantice un orden político, económico y social justo; 

que todo ciudadano tiene el derecho de elegir y ser elegido; y que todo 

ciudadano tiene derecho a fundar y pertenecer a algún partido político.  Así 

las cosas, resulta ser un contrasentido que nuestra Carta Mayor consagre el 

derecho a la participación en política de los servidores públicos, pero a la vez, 

de manera inexplicable lo restringa. 

Y peor aún, es que después de más de 30 años de vigencia de nuestra 

Constitución, no haya una Ley que regule la participación política de los 

funcionarios del Estado. Hubo una que la Corte Constitucional declaró 

inexequible y a partir de ahí se han presentado en algunas ocasiones, 

proyectos de ley que rápidamente han sido hundidos por las mayorías 

parlamentarias de varios gobiernos atrás. Cuál es el interés en no permitir 

que se apruebe esa Ley? Garantizar el clientelismo de diversos partidos 

enquistados en el poder a fin de mantenerlo, mediante un chantaje 

permanente sobre los servidores públicos, respecto a su estabilidad laboral.  

La PROCURADURIA, como representante de la sociedad, es decir de todos los 

ciudadanos, bajo el principio de la primacía de la realidad sobre las formas, 

sobre la base que la participación política de muchos servidores públicos, de 

una u otra manera es un hecho, debería presentar el necesario proyecto de 

ley que regule la participación política sin limitaciones de todos los 

funcionarios del Estado con la excepción de los miembros de la FFMM y de 

Policía por su naturaleza, y conservando y penando con rigor los delitos y 

faltas disciplinarias electorales. 
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